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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (Instituto del Seguro Social) contra el fallo de tutela proferido el once (11) de mayo de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la señora MARIA ROSELY LÓPEZ.

2.- DEMANDA 

Acude la ciudadana a la judicatura en procura de la protección constitucional a sus derechos fundamentales a la igualdad, salud, seguridad social e integridad personal en conexidad con la prerrogativa a la vida digna y con calidad, que considera violados por la E. P. S del Seguro Social y/o la Clínica Rita Arango Álvarez del Pino.

En concreto, refiere que desde el pasado dieciséis (16) de enero del año que avanza, por presentar dolor en los senos le fue mandada una mamografía que hasta el momento no se le ha practicado.

Solicita que se ordene al Seguro Social aplicar el tratamiento, suministrar los medicamentos, intervenciones, cirugías, hospitalizaciones y exámenes que se requieran para su desarrollo integral y armónico, de conformidad con la Constitución y la Ley.

3.- FALLO 

El señor Juez Segundo Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional consideró que el derecho a la vida es fundamental y que además, involucra los de seguridad social y de la salud, con lo cual este último adquiere tal rango. Por ello, se estima violado cuando no se le proveen al afiliado al sistema general de salud los servicios médicos, asistenciales y de suministro que sean necesarios.

Dedujo entonces que  al estar afiliada al Seguro Social la accionante, era obligación de la E. P. S. Estatal prestar la atención que requería la actora, en especial la MAMOGRAFÍA, sin que fueran de recibo los inconvenientes de índole presupuestal esgrimidos por la accionada, mucho menos, no existir contrato para la prestación del servicio.

Acotó que de no realizarse el medio de diagnóstico ordenado, podrían generarse consecuencias graves y nefastas, por ser precisamente el examen pedido el que permitía determinar la patología que presenta la paciente. En esas condiciones brindó el amparo deprecado y dispuso que el Seguro Social que en el improrrogable plazo de cuarenta y ocho (48) horas procediera a ordenar la práctica de la MAMOGRAFÍA y a suministrar el tratamiento posterior que fuera necesario. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda, de manera similar a como ha procedido en otros eventos,  pidió  que se faculte a la entidad para recobrar ante el FOSYGA por los gastos en que incurra por la orden de brindar toda la atención médica requerida por la actora. Expone que tal situación atenta contra el principio de equilibrio que debe reinar entre el derecho fundamental invocado y la estabilidad financiera del Sistema de Seguridad Social en Salud. Sobre este particular, refiere que sería deseable se exigiera a la entidad que maneja tales recursos que cumpliera su obligación mediante el giro inmediato al ISS del ciento por ciento del valor de los tratamientos a prestar.

Asimismo, aboga por una extensión del plazo para dar cumplimiento al fallo, en vista del proceso de contratación que debe realizar, en el que se deben seguir los lineamientos de la Ley 80 de 1993, que señala como dispendiosos y que por tanto solicita aplicar el principio del derecho que determina que nadie está obligado a lo imposible, como parece ser la situación respecto del término de cuarenta y ocho (48) horas concedido para la práctica del procedimiento ordenado a la accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

La petición inicial del impugnante se relaciona con la facultad para recobrar ante el FOSYGA por el tratamiento general ordenado. Considera la Sala, que si bien es cierto, la accionada tiene la obligación de brindar la atención integral que sus afiliados precisen, por ser ese el fin primordial para el que fue creada, también lo es que en el probable caso de detectarse por intermedio del examen clínico alguna patología, su tratamiento debe ser eficaz, oportuno, continuo y probablemente costoso. En esas condiciones, en aras de proteger el equilibrio financiero de la entidad, se accederá a lo pedido.

Sobre el plazo para el desembolso, como se ha dicho en otras decisiones de esta corporación, se seguirán los derroteros trazados en las sentencias T-295, T-753, T-754, T-755 de 2003 T-744 de 2004 y últimamente la T-300 de 2005, donde se consideró prudente fijar los términos del Código Contencioso Administrativo para que efectivamente se produzca el pago por parte del FOSYGA, toda vez que el decreto 1281 de 2002 que reglamente la materia, no acentúa lapsos claros para la materialización de los desembolsos a las EPS o ARP.

Entiende la Sala que mientras el legislador no fije un término distinto al señalado en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo para dar respuesta a las solicitudes elevadas ante la administración, conforme se infiere de la sentencia de constitucionalidad C-510 de 2004, el FOSYGA saldará sus obligaciones dentro del lapso general de quince (15) días.
Ese término es de obligatorio cumplimiento, aunque puede ser ampliado en forma excepcional y justificada, cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado, no puede dar respuesta oportuna. En este evento, así habrá de informarlo al peticionario, indicándole, además de las razones que la llevan a no pagar a tiempo, la fecha en que se estará dando cumplimiento, la cual deberá obedecer a parámetros de razonabilidad.
 
En consecuencia, se adicionará el fallo impugnado al facultar al Seguro Social para que recobre ante el FOSYGA los gastos en que incurra por el cumplimiento de este fallo de tutela y a los cuales no estuviere en principio obligado dentro del desarrollo normal de su función social, esto es, sólo el monto del exceso o mayor valor del previsto para los medicamentos y tratamiento cubiertos por el POS. Asimismo, se fijará un término de quince (15) días para que el FOSYGA proceda al pago, el cual se contará desde la radicación de la respectiva cuenta de cobro. Si no es posible el cumplimiento, deberá el FOSYGA -dentro de ese mismo lapso-, indicar los motivos de su incumplimiento y el plazo razonable en que se estará efectuando el pago respectivo, sin que el desembolso pueda exceder los seis (6) meses.

En el otro tópico de la impugnación, concuerda por completo la Sala con el criterio del conociente al fijar el término originalmente estipulado. Dentro del giro normal de las funciones de la E. P. S. del Seguro Social está lo relacionado con la práctica de los medios de diagnóstico que sus usuarios requieren, en especial, la MAMOGRAFÍA, como requisito para descartar enfermedades que aquejan a la mujer y cuya temprana detección es factor fundamental en la supervivencia de la paciente y en el éxito del tratamiento a seguir. Por ello, no se comprende que se presente solución de continuidad en el cubrimiento de tales servicios, cuando constituyen la razón de ser de la entidad asistencial.

Por tanto, se confirmará la decisión en ese sentido tomada por el juez de primer grado, porque además, considera la Sala que la paciente ya fue sometida a una injustificada y prolongada espera que no está en el deber de soportar. 

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, por cuanto SE MODIFICA en el siguiente sentido:

SEGUNDO: RECONOCER al SEGURO SOCIAL E.P.S. el derecho a cobrar al Estado, a través del Fosyga, todos los gastos en los que incurra y que legalmente no le corresponda asumir por exceder los valores establecidos para los medicamentos y el tratamiento contenidos en el POS; el FOSYGA dispondrá de quince (15) días para reconocer lo debido o indicar la fecha máxima en la cual lo hará, fecha que no podrá exceder de seis (6) meses una vez presentada la solicitud para el pago por la EPS.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Con respecto a la prórroga, al no existir un parámetro definido, pueden consultarse las sentencias T-076 de 1995, al igual que en las sentencias T-353 y T-672 de 1997, T-308, T309 y T-310 de 1998, entre otras.
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